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MH-DGA-RES-0693-2026 

 
DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS. SAN JOSÉ A LAS CATORCE 
HORAS CON UN MINUTO DEL DÍA SEIS DE MAYO DOS MIL VEINTISEIS. 
 
Se dicta acto final del Procedimiento Administrativo Sancionatorio contra el 
Auxiliar de la Función Pública Aduanera Hiriam M. Alfaro Sánchez, cédula de 
identidad número 105650007 categoría Agente Aduanero Persona Física, 
tendiente a la investigación de la comisión de una infracción tributaria aduanera 
según lo indicado en el artículo 242 de la Ley General de Aduanas, derivada de la 
nacionalización de la mercancía amparada bajo el Documento Único Aduanero N° 
005-2015-037526 del 28/01/2015.  

 
RESULTANDO 

 
I. Que mediante resolución RES-DF-356-2020 de fecha 16 de noviembre del 
2020, la Dirección General de Aduanas dicta acto de inicio del procedimiento 
sancionatorio contra el Auxiliar de la Función Pública Aduanera Hiriam M. Alfaro 
Sánchez, cédula de identidad número 105650007, categoría Agente Aduanero 
Persona Física tendiente a la investigación de la presunta comisión de una 
infracción tributaria aduanera según lo indicado en el artículo 242 de la Ley General 
de Aduanas, derivada de la nacionalización de la mercancía amparada bajo el 
Documento Único Aduanero N° 005-2015-037526 del 28/01/2015. La 
resolución fue debidamente notificada. (Objetos Digitales 009 a 012) 
 
II. Que, de conformidad con el principio constitucional de derecho de defensa, se 
le brindo la oportunidad de presentar sus argumentos de descaro, sin embargo, el 
administrado no aporto ningún alegato contra el acto de apertura. 
 
III. En el presente procedimiento se han observado las prescripciones de ley. 
 

CONSIDERANDO 
 
I. Competencia y Régimen Legal Aplicable: Se tramita el presente procedimiento 
administrativo sancionatorio de conformidad con los artículos 6, 8, 9 del Código 
Aduanero Uniforme Centroamericano (CAUCA IV), 223 literal C) del Reglamento 
del Código Aduanero Centroamericano (RECAUCA IV), 1, 5, 6 inciso c), 11, 22, 23, 
24, 24 bis, 28, 29, 33, 36, 53 a 55, 57, 58, 59, 62, 63, 86, 102, 230 
siguientes y concordantes, 242 de la Ley General de Aduanas, 21, 21 bis 55 bis, 
536 bis, 536 ter del Reglamento a la Ley General de Aduanas, y Resolución DGA 
261-2009 del 14 de setiembre del 2009, publicada a través del Diario Oficial La 
Gaceta N° 208 del 27 de octubre del 2009 “Procedimiento de Regularización de 
las Obligaciones Tributarias Aduaneras en las Actuaciones de Fiscalización”, 



 
 

Expediente: DN-1210-2018 
 
 

2 

www.hacienda.go.cr 

modificada mediante resolución homónima RES-DGA-302-2011 del 2 de 
noviembre del 2011, publicada a través del Diario Oficial La Gaceta N° 234 del 6 
de diciembre de 2011 y la Ley N° 7346, Decreto No. 30712 y sus modificaciones, 
sobre las Reglas Generales para la interpretación del Sistema Arancelario 
Centroamericano, esta Dirección se encuentra facultada por continuar el presente 
procedimiento administrativo. Conforme artículo 236 de la Ley General de 
Aduanas No 7557 del 20 de octubre de 1995, publicada en La Gaceta No 212 de 
08 de noviembre de 1995 y sus reformas. Reglamento ley General de Aduanas, 
Título II Decreto Ejecutivo Nº 34475 de 4 de abril de 2008, sus reformas y 
modificaciones. Asimismo, en aplicación del artículo 231 de la Ley General de 
Aduanas, la aplicación de las sanciones se hará conforme a las leyes vigentes en 
la época de su comisión. Si con posterioridad a la comisión de un hecho punible 
se promulga una nueva ley, aquel se regirá por la que sea más favorable al 
infractor, en el caso particular que se juzgue. 
 
II. Sobre la imposición de sanciones administrativas y tributarias. Es función de la 
Dirección General de Aduanas imponer sanciones administrativas y tributarias 
aduaneras, cuando así le corresponda. Por otra parte, dentro de las atribuciones 
de la Autoridad Aduanera se encuentra la de verificar que los auxiliares de la 
función pública aduanera cumplan con los requisitos y obligaciones, que le 
impone el ordenamiento jurídico. 
 
III. Sobre la competencia en el transcurso del tiempo. La facultad de la autoridad 
aduanera para sancionar las infracciones administrativas y tributarias aduaneras 
prescribe en seis años, de conformidad con el artículo 231 de la Ley General de 
Aduanas. 

 
IV. Objeto de la Litis. Determinar si el auxiliar de la función pública Hiriam M. Alfaro 
Sánchez, cédula de identidad número 105650007, categoría Agente Aduanero 
Persona Física, incurrió en una infracción tributaria aduanera según lo indicado 
en el artículo 242 de la Ley General de Aduanas, producto de la nacionalización 
de la mercancía amparada al Documento Único Aduanero N° 005-2015-
037526 del 28/01/2015, por la errónea declaración de una clasificación 
arancelaria, vulnerando el régimen jurídico aduanero y causando un perjuicio fiscal. 
 
V. Sobre las nulidades:  
 
Entrando a conocer la existencia de posibles nulidades que se presentaron en el 
proceso de marras, y revisando la actuación administrativa con el objeto de 
determinar si las actuaciones realizadas han sido válidas y eficaces, para lo cual 
el análisis se efectuará sobre los aspectos esenciales que puedan ser 
considerados como violatorios del ordenamiento jurídico aduanero.  
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En el Dictamen No.103 del día 20/06/1997 emitido por la Procuraduría General 
de la República se menciona el tema de las nulidades, ocurriendo que, dentro de 
lo que interesa se indicó entre otras cosas: 
 

“En nuestro ordenamiento se reconoce básicamente tres criterios básicos para 
determinar si el vicio que presenta un acto administrativo produce la nulidad absoluta 
o relativa de éste. 
  
Primero: Criterio teleológico o del grado de la infracción, según el cual, la consecución 
del fin público que se persigue con el acto, conjuntamente con la gravedad de la falta 
que presenta, son los elementos que deben tomarse en cuenta para determinar si 
estamos en presencia de nulidad o anulabilidad.  
 
El fundamento normativo de este criterio, lo encontramos en los artículos 165 y 167 
de la Ley General de la Administración Pública. El primero de ellos hace referencia a 
la gravedad de la falta en los siguientes términos:  
 
“La invalidez podrá manifestarse como nulidad absoluta o relativa, según la 
gravedad de la violación cometida.” 
 
El segundo, contempla la realización o no del fin público como elemento 
determinante:  
 
“Habrá nulidad relativa del acto cuando sea imperfecto uno de sus elementos 
constitutivos, salvo que la imperfección impida la realización del fin, en cuyo caso la 
nulidad será absoluta.” 
 
Una disposición similar a las anteriores, pero referida al Libro Segundo de la Ley 
General de Administración Pública (procedimiento administrativo), la encontramos 
en el artículo 223 de esa Ley.  
 
Ahí se establece:  
 
1.- Sólo causará nulidad de lo actuado la omisión de formalidades sustanciales del 
procedimiento.  
 
2.- Se entenderá como sustancial la formalidad cuya realización correcta hubiera 
impedido o cambiado la decisión final en aspectos importantes, o cuya omisión 
causare indefensión. (El subrayado es nuestro). 
 
Esta norma, aparte de reiterar la importancia del grado de la infracción, menciona 
dos razones específicas en las cuales se produciría nulidad de lo actuado:  
 
Cuando el vicio cambie la decisión final en aspectos importantes, o  
Cuando cause indefensión.  
 
Debe entenderse que en esos supuestos el procedimiento administrativo no cumpliría 
con el fin público a que va destinado. 
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Sobre el criterio teleológico o grado de la infracción como parámetro para la 
calificación del vicio, la doctrina nacional ha dicho:  
 
“Este criterio es el que más acogida tiene por parte de los diversos autores. Mediante 
este se trata de precisar que la diferencia entre nulidad absoluta y nulidad relativa es 
de grado y que el contenido de esta graduación está determinado por la noción de fin 
público inherente a todo quehacer administrativo. Es decir, serán absolutamente 
nulos aquellos actos administrativos disconformes con el ordenamiento en forma 
grave, sea, que a la vez que quebrantan la legalidad administrativa, impiden la 
realización de los fines públicos hacia los cuales está encaminada la actuación de la 
Administración. Por otra parte, serán relativamente nulos aquellos actos que pese a 
su disconformidad sustancial con el ordenamiento, ésta no es grave ya que permite 
la realización de los fines previstos normativamente para la función administrativa 
que se ejerce.”1  (El subrayado en nuestro). 
 
Segundo: Criterio para calificar el vicio en que haya incurrido un acto administrativo, 
lo es el de la determinación expresa en la ley de las consecuencias del vicio.  
 
Se trata de un método que por su rigidez, no permite deliberación alguna tendiente a 
ajustar las consecuencias del vicio al cumplimiento o no del interés público. Ello 
debido a que el legislador, de previo, ha realizado la ponderación correspondiente, 
arribando a la conclusión de que en esos casos, resulta inadmisible otra solución que 
no sea declarar la nulidad absoluta del acto. En otras palabras, ya fuere por el grado 
de la lesión, o por la importancia de los valores en juego, la ley no deja a cargo del 
intérprete jurídico la determinación de las consecuencias del vicio, sino que las 
establece ella de manera genérica.  
 
Un ejemplo de lo anterior, lo encontramos en el artículo 247 de la Ley General de la 
Administración Pública, norma que califica de absolutamente nula la comunicación 
hecha por un medio inadecuado, o fuera del lugar debido, o que sea omisa en cuanto 
a una parte cualquiera de la disposición del acto. Por el contrario, se sanciona ahí 
con nulidad relativa la comunicación que contenga un vicio de los no citados con 
anterioridad.  
 
Disposiciones similares a la descrita, donde se establece expresamente el carácter 
absoluto o relativo de la nulidad, se encuentran en los artículos 41, 155, 237, y 268 
de la Ley General de la Administración Pública.  
 
Tercero: Criterio lo es el que se fundamenta en el Principio de Conservación del Acto 
Administrativo, según el cual, en caso de duda sobre la existencia, calificación o 
importancia del vicio, deberá estarse a la consecuencia más favorable a la 
conservación del acto. Este criterio se encuentra positivamente recogido en el artículo 
168 de la Ley General de la Administración Pública. Es importante señalar que este 
criterio de calificación es de aplicación residual, o sea, sólo opera en caso de que con 

 
1 SABORIO VALVERDE, Rodolfo. Eficacia e Invalidez del Acto Administrativo, Editorial Alma Mater, San José, 1986, pág. 92- 
93. 
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los primeros dos mencionados, no se haya podido determinar el carácter absoluto o 
relativo de la nulidad que genera el vicio.  
 
En la situación concreta que nos ocupa, el criterio de calificación a aplicar es el 
segundo de los descritos, pues el propio artículo 173 de la Ley General de la 
Administración Pública, en su inciso quinto, dispone en lo que interesa que "La 
anulación administrativa de un acto contra lo dispuesto en este artículo, sea por 
omisión de las formalidades previstas, o por no ser absoluta, evidente y manifiesta la 
nulidad, será absolutamente nula."  

 
No resulta difícil deducir las razones que motivan al legislador a sancionar de esa 
forma los vicios en el procedimiento para la anulación en sede administrativa, de 
actos declarativos de derechos. Lo que se pretendió con ello fue limitar la 
posibilidad de un uso abusivo de la potestad que en ese momento se le confería al 
Estado, a efecto de lograr un equilibrio entre los poderes de la Administración y 
las garantías del administrado.  
 
Siendo que los elementos del acto administrativo son motivo, contenido y fin, es 
importante traerlos a colación con el fin de indicar en qué se trata cada uno: 
 
Motivo del acto administrativo: Para que el acto administrativo sea válido debe 
guardar conformidad con el ordenamiento jurídico en todos sus elementos. A 
contrario, será inválido el acto que de alguna forma vulnera el ordenamiento 
jurídico. Nuestra legislación administrativa establece dos grados de invalidez de 
los actos; aquellos que conllevan la nulidad absoluta y nulidad relativa, la primera 
categoría abarca las sustanciales que son incompatibles con el ordenamiento 
jurídico y a la realización del interés público al cual se dirige por la falta total de  
uno o varios de los elementos constitutivos del acto administrativo o cuando el 
defecto afecte el fin del mismo; las segundas constituida por infracciones menores 
que no impiden la realización del interés público y que pueden ser ajustadas al 
ordenamiento. 
 
Establece la Ley General de la Administración Pública en el artículo número 133:  

 
“1. El motivo deberá ser legítimo y existir tal y como ha sido tomado en cuenta para 
dictar el acto. 
2. Cuando no esté regulado deberá ser proporcionado al contenido y cuando esté 
regulado en forma imprecisa deberá ser razonablemente conforme con los conceptos 
indeterminados empleados por el ordenamiento”.  

 
Decía el Doctor Eduardo Ortiz: “[...] El motivo deberá ser legítimo, es la primera 
condición. Esto es obvio. No puede ser un motivo ilegal en relación con el acto que se está 
realizando”.  
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Eduardo García Enterría ha señalado sobre el punto: “ Si la administración ejecuta 
la ley, en el sentido que hemos visto, esto es, en cuanto la ley otorga a la 
administración potestades de obrar, resulta que la ley como imperativo abstracto 
conecta una cierta consecuencia jurídica a un tipo de hecho específico, 
precisamente, y no a cualquiera, indeterminadamente…el acto administrativo no 
es más que el ejercicio de una potestad, por lo que el mismo solo puede dictarse 
en función del presupuesto de hecho dictado por la norma de cuya aplicación se 
trata”.   
 
Contenido del acto administrativo: Por su parte, el contenido, como elemento 
sustancial, “es la definición del efecto del acto, considerado como resultado 
jurídico del mismo...El contenido es, como dice Zanobini, lo que el acto dispone, 
certifica, declara o juzga, y se expresa en su parte dispositiva.” 
 
Fin del acto administrativo: En cuanto al fin del acto administrativo, se define como 
el “resultado último, de índole no jurídica, que persigue el acto en relación con el 
motivo realizado”.  
 
Como apunta DROMI, “la actividad administrativa está condicionada por la ley a 
la obtención de determinados resultados. Por ello, no puede la Administración 
Pública procurar resultados distintos de los perseguidos por el legislador, aun 
cuando aquellos respondan a la más estricta licitud y moralidad, pues lo que se 
busca es el logro de determinado fin, que no puede ser desviado por ningún 
motivo, así sea plausible”. 
 
En el presente caso, queda claro que la resolución RES-DF-057-2021 de fecha 
09 de marzo del 2021, por vulneración del artículo 242 LGA, si bien se inicia en 
tiempo y forma el acto administrativo, presenta carácter de indefensión al 
administrado, pues al realizar el análisis de dicha resolución en lo que respecta a 
la imputación resulta evidente que en la presente litis, el agente investigado se le 
ha privado desde del informe final de las actuaciones fiscalizadoras la primicia de 
conocer de manera clara, precisa y circunstanciada cuáles son los hechos u 
omisiones sancionables que se atribuyen por el tipo administrativo sancionador, 
considerado por la Autoridad Aduanera como incumplido, dado que se omite 
señalar claramente y de manera separada las conductas u omisiones 
reprochables, así como los elementos probatorios en que se sustenta y las 
consecuencias represivas que en el caso conllevan, de acuerdo el tipo 
sancionador y la posible sanción aplicable, frente a una serie de obligaciones que 
el ordenamiento jurídico le impone como declarante de la importación, careciendo 
lo actuado en autos de una motivación adecuada con las exigencias de este tipo 
de procedimientos con los elementos probatorios de respaldo, posibilitando el 
ejercicio de una defensa adecuada y acorde a los hechos atribuidos, en el sentido 
de individualizar al imputado, describir en forma detallada, precisa y claramente 
los hechos acusados, realizando una clara calificación legal de los mismos, dado 



 
 

Expediente: DN-1210-2018 
 
 

7 

www.hacienda.go.cr 

que para que una persona pueda defenderse es imprescindible que exista algo de 
qué defenderse, es decir, que se le atribuya haber hecho algo o haber omitido 
hacer en el mundo fáctico, con consecuencias jurídico-sancionatorios, todo lo cual 
se echa de menos en el presente asunto. 
 
Debe tenerse presente que la motivación de los actos administrativos constituye 
una exigencia esencial del debido proceso y una garantía al derecho de defensa 
del administrado; en consecuencia, la autoridad aduanera se encuentra obligada 
a expresar de manera clara, precisa y suficiente las razones de hecho y de derecho 
que sustentan la emisión del acto administrativo, siendo que la omisión, 
insuficiencia o defectuosa motivación impide al administrado conocer con certeza 
la voluntad de la Administración, lo cual genera un estado de indefensión y 
constituye un vicio sustancial que acarrea la nulidad del acto administrativo. 
 
En cuanto al tema de Motivación el TAN en forma reiterada ha dicho y como 
ejemplo tenemos la Sentencias 169-2016 del doce de mayo de dos mil dieciséis 
que cita: 
 

“De esta forma, para el caso concreto tenemos que, para determinar la procedencia 
de la infracción imputada, debió el A Quo precisar y concretizar  los hechos que se 
atribuyen a la recurrente, con los elementos probatorios de respaldo, posibilitando el 
ejercicio de una defensa adecuada y acorde a los hechos atribuidos, en el sentido de 
individualizar al imputado, describir en forma detallada, precisa y claramente los 
hechos acusados, realizando una clara calificación legal de los mismos, dado que 
para que una persona pueda defenderse es imprescindible que exista algo de qué 
defenderse, es decir, que se le atribuya haber hecho algo o haber omitido hacer en el 
mundo fáctico, con consecuencias jurídico-sancionatorios, en ajuste a la naturaleza 
de la presente litis, todo lo cual se echa de menos en el presente asunto” 

 
Lo anterior descrito, exterioriza vicios de carácter sustancial en la resolución que 
dictó el inicio del acto sancionatorio, ya que se compromete el cumplimiento del 
debido procedimiento administrativo que busca la Administración Pública, en ese 
sentido debe considerarse lo expresado por la Sala Constitucional en el voto 
número 1773-96, mismo que en lo de interés señala:   

 
“...la Sala ha venido delineando de forma constante las características del derecho al 
debido proceso en sede administrativa. Se trata fundamentalmente de la exigencia 
de no sorprender al administrado y permitirle que defienda sus derechos e intereses 
de manera que quien debe resolver tenga no sólo la versión de las partes interesadas 
sino además la mayor cantidad de elementos de prueba para resolver...” 

 
Asimismo, al realizar el análisis de la resolución en lo que respecta a la imputación 
en cuanto al desarrollo de la teoría del delito, la cual tiene los matices del Derecho 
Penal en la esfera administrativa, es deber de la Administración “motivar todas 
las actuaciones que realice entendiéndose que las mismas, deben de 
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desarrollarse en el sentido que el contenido tenga tanto un fundamento legal como 
un análisis de la prueba, que no deben de obedecer más que a la búsqueda de la 
verdad real de los hechos con el fin de que la administración sea lo más precia 
posible en lo que respecto al  contenido de las actuaciones que emiten, tomando 
en cuenta los motivos de hecho y de derecho, y alcanzar el fin correcto tanto para 
el administrado como para la administración”, en este orden de ideas, el inicio del 
procedimiento, que en la especie se podría configurar una responsabilidad 
subjetiva en el actuar del agente aduanero imputado, sea si éste ha conocido o 
previsto el riesgo que desplegaba su conducta, y siendo que en la especie se 
imputa la configuración del tipo a modo de culpa, cómo pudo evitarlo, cuál debió 
ser su conducta en apego al deber de cuidado que le exigía la normativa aduanera.  
Indica también el Tribunal Aduanero Nacional en la resolución  MH-TAN-RES-
090-2025 que, “se concibe al acto administrativo como el producto de un 
proceso de formación integrado por diversas operaciones cognoscitivas, las 
cuales recaen sobre hechos relevantes y normas jurídicas que la Administración 
debe aplicar con el fin de lograr la emisión de un acto válido y eficaz; así, la 
Autoridad Administrativa debe sustentar sus acciones dentro del marco de la 
legalidad, sin distorsionar su alcance o significación, además, debe encuadrar 
tales hechos en los presupuestos hipotéticos de la norma adecuada para el caso 
concreto, y finalmente aplicar la consecuencia jurídica correspondiente, todo ello 
para que el acto sea considerado válido.” y a su vez indicó:  

 
“De esta forma, desde el momento mismo de dictar el acto de inicio de un 
procedimiento sancionador, se debe garantizar el debido proceso y derecho de 
defensa del presunto infractor del ordenamiento jurídico aduanero, debe la Autoridad 
Administrativa consignar la adecuada intimación e imputación de los cargos que se 
atribuyen al investigado y que podría constituir una infracción, individualizando las 
conductas y hechos que le son atribuibles como incumplidos, la norma legal 
aplicable, tanto en su aspecto objetivo como subjetivo, debiendo guardar relación con 
el tipo sancionador administrativo que estima típico de la supuesta conducta u 
omisión tenida por irregular, lo mismo que ha de informarse al sujeto investigado las 
pruebas en que se sustentan los cargos imputados, para que le permita al imputado 
ejercer su defensa, todo lo cual refleja la ausencia de un análisis completo e integral 
de los diferentes elementos necesarios para sentar la responsabilidad, omitiendo el 
análisis de la teoría del delito, lo que conlleva la ausencia de una intimación e 
imputación amplia, clara y precisa lo que se relaciona a su vez con la motivación de 
los actos, todo lo cual implica la nulidad del procedimiento sancionatorio, no siendo 
un acto válido y eficaz por no ser sustancialmente conforme con el ordenamiento 
jurídico por la ausencia de elementos del mismo.  
 
Debe tener presente la autoridad aduanera que el análisis de los elementos debe 
hacerse en el orden establecido tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad, porque lo que 
establece la teoría para la aplicación de régimen punitivo es un orden para el 
planteamiento y la resolución del problema al aplicar la ley penal, primero tipicidad, 
análisis de la conducta típica que puede servir de base a las posteriores valoraciones 
actuando como un primer filtro, superado el mismo y demostrada la tipicidad objetiva 
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y subjetiva, se podrá continuar con el análisis de la antijuridicidad, para arribar a la 
culpabilidad, lo que a criterio de este Tribunal tampoco se da. Al omitir el análisis del 
primer elemento de la tipicidad subjetiva, tal y como la misma administración lo 
señala en el acto de inicio, se omite todo examen y consideraciones sobre la posible 
responsabilidad subjetiva, los elementos, hechos o indicios que sugieren la existencia 
de una posible acción con dolo o culpa, por qué se considera que la persona imputada 
fue negligente, que acciones u omisiones realizó o dejo de realizar, en que aspecto no 
tuvo el cuidado y la diligencia debidos en lo que hace, en especial en el cumplimiento 
de sus obligaciones, en otras palabras sin declarar la responsabilidad desde el acto 
de inicio, si debe establecer con suma claridad una relación oportuna, expresa, 
precisa, clara y circunstanciada de los hechos por los que se inicia el procedimiento 
y se presume la responsabilidad del administrado.  
 
Por otro lado tenemos que la motivación del acto se encuentra en una relación directa 
con los derechos de intimación e imputación, que forman parte de los derechos al 
debido proceso y de defensa, no siendo válido iniciar un procedimiento mediante 
observaciones abstractas o indeterminadas, con generalizaciones del porqué 
sanciona, dando prevalencia a citar y establecer los hechos del despacho aduanero 
relacionados con la clasificación arancelaria que al objeto de la litis que es la sanción, 
lo que impide al sujeto destinatario del acto conocer a cabalidad los hechos y normas 
en que se fundamenta dicha acción administrativa; esto se realiza a través de un 
formal traslado de cargos, donde ha de formularse de manera expresa, concreta e 
integral las razones por las cuales se ha dado inicio a un procedimiento que en 
definitiva culminará con la imposición de una sanción, ello en aras de que el sujeto 
pasivo tenga la posibilidad de conocer qué hechos se le imputan y la responsabilidad 
que se le achaca, mediante la puesta en conocimiento del objeto, carácter y fines por 
los cuales se abre el respectivo procedimiento administrativo.” 

 
Por otra parte, de acuerdo al análisis del expediente, el acto de inicio omite la 
imputación de la finalidad que rigió la acción acusada, concretamente, las 
actuaciones realizadas debieron establecer los siguientes principios:  
 

1. Cuál fue en el caso concreto la falta al deber de cuidado del agente aduanero 
que generó la incorrecta determinación del indicado elemento de la 
obligación tributaria aduanera. 

2. Acreditar cuáles acciones debió haber tomado en consideración para 
cumplir con lo que el Ordenamiento Jurídico le demandaba y de esta forma 
haber declarado correctamente la mercancía de cita, ya sea la revisión física 
de la mercancía o de los documentos que amparaban la importación, en fin, 
los medios de los que disponía para realizar correctamente su declaración. 

3. Establecer la posible relación personal entre acción y resultado, brindando 
no solamente el aspecto fáctico de la imputación, sino las consideraciones 
por las cuales podrían configurarse los elementos cognitivos y volitivos, y la 
previsión concreta del resultado que la imputada tuvo que tener al momento 
de diligenciar las Declaraciones Aduaneras de cita,  
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4. Respetar el principio constitucional de inocencia, garantía que obliga a la 
Administración a demostrar en el acto final que nos encontramos ante una 
acción típica, antijurídica y culpable.  

 
En el análisis de la teoría del delito, es ayuna en lo que respecta a la referencia 
clara y directa de sí el sujeto imputado faltó o no a los deberes que le eran exigidos, 
no se establece el nexo causal entre la conducta imputada y el resultado, si el 
agente aduanero tomó o no las previsiones requeridas para realizar la correcta 
declaración, si actuó a pesar de conocer que su conducta desplegaba un riesgo 
de los que la norma sancionatoria precisamente pretende prevenir; no se fijó la 
previsibilidad o evitabilidad de su actuar, siendo que la sanción del autor no 
depende solo de que la acción haya determinado la aparición del resultado típico, 
no desarrollando la antijuricidad formal en lo que respecta a los errores 
presuntamente cometidos, cuando sin justa causa se realiza o se omite una 
conducta, siendo contraria al ordenamiento jurídico, quiere decir que se excluye la 
presencia de alguna causa que justifique el actuar del auxiliar de la función 
pública. 
 
Como ya se dijo, la antijuridicidad en la teoría del delito se conforma en la 
determinación de la contrariedad del comportamiento típico con el ordenamiento 
jurídico, en cuanto a una prohibición o mandato legal. 
 
Es ayuna el desarrollo de la Tipicidad Subjetiva, por lo que, no se realiza una 
referencia clara y directa de si el sujeto imputado faltó o no a los deberes que le 
eran exigidos, no se establece el nexo causal entre la conducta imputada y el 
resultado, si tomó o no las previsiones requeridas, si actuó a pesar de conocer que 
su conducta desplegaba un riesgo de los que la norma sancionaba precisamente 
pretende prevenir; no se fijó la previsibilidad o la evitabilidad de su actuar, siendo 
que la sanción del autor no depende de que la acción haya determinado la 
aparición del resultado típico. La Administración no estableció desde el inicio del 
procedimiento, si en la especie la actuación del imputado supone dolo o culpa, 
dado que ambos aspectos conforman la responsabilidad subjetiva, siendo que 
desde el inicio el imputado debe conocer si la acción se imputa por una posible 
falta al deber de cuidado o por una actuación dolosa, y de esta forma establece su 
defensa.    
 
No se revisó si la actuación el conocimiento o no del auxiliar de la función pública 
supone intención, dado que ambos aspectos conforman la responsabilidad 
subjetiva, siendo que desde un acto de inicio el presunto imputado debe conocer 
si la acción se imputa por una posible falta al deber de cuidado o por una actuación 
dolosa, y de esta forma establecer su defensa, de lo contrario se deja en estado de 
indefensión al Administrado. A lo anterior, no se le intima con claridad que fue con 
exactitud que incumplió, que acción u omisión en su conducta son los elementos 
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que se consideran para imputarle la responsabilidad y pretender imponerle la 
multa.  
 
Es así como también en Sentencia MH-TAN-RES-189-2023 cita: 
 

“…En el apartado sobre el análisis de la tipicidad, se limita a citar artículos de la LGA, 
dictamen de la PGR y sentencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, 
reitera los hechos, pero sin hacer en ningún momento, referencia, consideración o 
análisis de la tipicidad subjetiva. Posteriormente se presenta la misma situación 
descrita anteriormente y se omite todo análisis sobre la antijuridicidad y culpabilidad, 
se hace transcripción de artículos, pero de los elementos de ambos principios, pero 
no se presenta ningún desarrollo o análisis con relación a los hechos propios del caso, 
la actuación del agente de aduanas, no se desdobla la conducta del imputado 
confrontada con la antijuridicidad y culpabilidad, limitando a establecer una 
responsabilidad “… 

 
En el ejercicio de la potestad punitiva que tiene el Estado, se deben de resguardar 
los garantías y principios esenciales del Derecho Penal, deben de ser precisas de 
los supuestos errores u omisiones cometidos debiendo ser imputados claramente 
la atribución del resultado como producto de su accionar, con el fin de que el 
administrado tenga total claridad en los cargos desarrollados por la 
administración desde la resolución inicial.  
 
También indica el Tribunal Aduanero Nacional en la resolución MH-TAN-RES-
090-2025:  
 

“La Administración que acusa tiene que demostrar la inculpación, es decir, el 
acusado no tiene que demostrar su inocencia, el agente de aduanas no tiene que 
aportar prueba si de previo no existe una imputación e intimación clara y precisa 
donde la autoridad aduanera establezca porque se le acusa, porque se considera 
existe culpa en su conducta y pretende sancionar. En este particular, el procedimiento 
es absolutamente nulo por violación de principios elementales del debido proceso 
constitucional y legal.  
 
Todo lo anteriormente expuesto respalda la falta de una adecuada y precisa 
imputación de los cargos al recurrente, generándose a su vez una inconsistente e 
insuficiente motivación que le ha provocado indefensión a partir del inicio mismo del 
procedimiento sancionatorio. Debe tenerse presente que la motivación de los actos 
administrativos resulta ser una exigencia del debido proceso, que resguarda a su vez 
el derecho de defensa del administrado; debe ser entendida como la justificación que 
ha de rendir la correspondiente Autoridad Administrativa al momento de emitir sus 
actos, resultando necesario indicar todas las razones que llevan al dictado de 
determinado acto administrativo, con el fin de que el administrado conozca con 
exactitud y certeza la voluntad de la Administración, dado que las decisiones que la 
misma adopte afectarán necesariamente sus derechos. De esta forma, la motivación 
se encuentra ligada a la causa del acto administrativo, es su manifestación externa, 
por medio de la cual, se logra tener conocimiento de todos y cada uno de los aspectos 
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que han sido tomados en consideración para el dictado del acto específico, lo cual 
para el caso concreto se omite por completo respecto al precedente probatorio.” 

 
Los artículos 187 y 188 del CNPT, estipulan que la falta de motivación de un acto 
causa su nulidad, debido a que es evidente que la omisión de esto causa que el 
contribuyente caiga en un grave estado de indefensión. Es por ello que la 
Administración en primer término debe avocarse a revisar la actuación 
administrativa, determinando si en la especie se han violentado los principios 
procesales esenciales que todo acto administrativo debe salvaguardar en 
aplicación del principio de legalidad y del derecho del administrado a un debido 
proceso, pronunciándose sobre la existencia o no de nulidades del acto 
administrativo, debiendo este último ser dictado de conformidad con el 
Ordenamiento Jurídico, tanto en sus elementos esenciales como formales, su 
validez.  Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha señalado:  

 
“En cuanto a la motivación de los actos administrativos se debe entender como la 
fundamentación que deben dar las autoridades públicas del contenido del acto que 
emiten, tomando en cuenta los motivos de hecho y de derecho, y el fin que se pretende 
con la decisión. … implica una referencia a hechos y fundamentos de derecho, de 
manera que el administrado conozca los motivos por los cuales ha de ser sancionado 
o por los cuales se le deniega una gestión que afecta sus intereses o incluso sus 
derechos subjetivos". (Resolución 7924-99, en igual sentido 6080-2002 y 13232, 
todas de la Sala Constitucional) (El resaltado no es del original)” 

 
Concomitantemente, los artículos 133, 158, inciso 1) y 2), 166, 174, 223, 247 de 
la Ley General de Administración Pública, en relación con la nulidad absoluta de 
los actos administrativos, y en lo que interesa establecen:  
 

“Artículo 158.- 
1. La falta o defecto de algún requisito del acto administrativo, expresa o 
implícitamente exigido por el ordenamiento jurídico constituirá un vicio de éste. 
2. Será inválido el acto sustancialmente disconforme con el ordenamiento jurídico.” 
 
“Artículo 166.- Habrá nulidad absoluta del acto cuando falten totalmente uno o varios 
de sus elementos constitutivos, real o jurídicamente.” 
 
“Artículo 174.- 
1. La Administración estará obligada a anular de oficio el acto absolutamente nulo, 
dentro de las limitaciones de esta Ley.  
2. La anulación de oficio del acto relativamente nulo será discrecional y deberá estar 
justificada por un motivo de oportunidad, específico y actual.” 

 
“Artículo 223.- 
1. Sólo causará nulidad de lo actuado la omisión de formalidades sustanciales del 
procedimiento. 
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2. Se entenderá como sustancial la formalidad cuya realización correcta hubiera 
impedido o cambiado la decisión final en aspectos importantes, o cuya omisión 
causare indefensión.” 

El Artículo 159 del mimo cuerpo normativo señala:  
 

“1. La nulidad del acto podrá sobrevenir por la desaparición de una de las condiciones 
exigidas por el ordenamiento para su adopción, cuando la permanencia de dicha 
condición sea necesaria para la existencia de la relación jurídica creada, en razón de 
la naturaleza de la misma o por disposición de ley.   
2. En este caso la declaración de nulidad surtirá efecto a partir del hecho que la 
motive.”  

 
Así mismo, la Administración podrá dictar nulidad absoluta de sus actos según se 
indica en el artículo 174 de la Ley General de administración Pública, en lo que 
respecta a:  
 

“1. La Administración estará obligada a anular de oficio el acto absolutamente nulo, 
dentro de las limitaciones de esta Ley.   
2. La anulación de oficio del acto relativamente nulo será discrecional y deberá estar 
justificada por un motivo de oportunidad, específico y actual.”  

 
Con respecto a la competencia para dictar la nulidad del acto se indica en el artículo 180 
LGAP:  

 
“Será competente, en la vía administrativa, para anular o declarar la nulidad de un 
acto el órgano que lo dictó, el superior jerárquico del mismo, actuando de oficio o en 
virtud de recurso administrativo, o el contralor no jerárquico, en la forma y con los 
alcances que señale esta ley.”  

 
Nuestra Sala Constitucional ha manifestado que la motivación de los actos 
administrativos es una exigencia del principio constitucional del debido proceso, 
así como del derecho de defensa, e implica una referencia a hechos y fundamentos 
de derecho, de manera que, el administrado conozca los motivos por los cuales ha 
de ser sancionado o por los cuales se le deniega una gestión que afecta sus 
intereses o incluso sus derechos subjetivos.  
 
En ese sentido de igual forma el Código de Normas y Procedimiento Tributarios, 
incluye un capítulo expresamente sobre Garantías Procesales que establece sobre 
la motivación de los actos lo siguiente: 
 

 “Artículo 187.- Motivación de los actos  
Los actos jurídicos y las actuaciones materiales de la Administración Tributaria deben 
ser motivados, cuando establezcan deberes u obligaciones a cargo de los 
contribuyentes. La motivación consistirá en la referencia explícita o inequívoca a los 
motivos de hecho y de derecho que sirven de fundamento a la decisión. La falta de 
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motivación de un acto o de una actuación material de la Administración, en los 
términos expresados, causa su nulidad.  
 
Toda resolución de la Administración Tributaria debe reunir los requisitos 
establecidos por la normativa aplicable, así como indicar, si es del caso, las 
infracciones cometidas, las sanciones y los recargos que procedan.  
(Así adicionado por el artículo 2° de la ley N° 9069 del 10 de setiembre del 2012, "Ley 
de fortalecimiento de la Gestión Tributaria")” (El resaltado no es del texto) 

 
Así nuestra legislación administrativa también aplicable al caso indica que habrá 
nulidad cuando falten o se encuentren defectuosos algunos de los elementos 
señalados.  Efectivamente el artículo 166 de la Ley General de la Administración 
Pública establece la consecuencia en tales casos: “Habrá nulidad absoluta del 
acto cuando falten totalmente uno o varios de sus elementos constitutivos, real o 
jurídicamente”.  
 
Aplicado lo anterior al caso concreto resulta evidente de lo expuesto, la 
insuficiencia de elementos para sancionar al administrado siendo relevante 
aplicar con ciertos matices, teorías y normas penales al derecho administrativo 
sancionatorio, lo anterior de acuerdo a los principios y garantías constitucionales 
aplicables en el derecho penal y por ende en el derecho administrativo 
sancionatorio. 
 
En consecuencia, debido al Principio de Tipicidad, los administrados deben tener 
la certeza respecto de cuáles conductas son prohibidas, así como las 
consecuencias de incurrir en ellas, confiriendo mediante las disposiciones legales, 
una clara y estricta correlación entre el tipo y la sanción que se impone, siendo 
preciso para ello que dichas disposiciones contengan una estructura mínima que 
indique quién puede ser el sujeto activo y cuál es la acción constitutiva de la 
infracción. (Ver Dictamen de la Procuraduría General de la República N° C-142-
2010).  
 
Debido a este Principio de Tipicidad, derivación directa del Principio de Legalidad, 
tanto las infracciones administrativas como las sanciones producto de ese 
incumplimiento, deben encontrarse previamente determinadas por Ley, 
respetando el derecho fundamental expresado mediante la regla “nullum crimen 
nulla poena sine lege” contemplada en los artículos 39 de la Constitución Política 
y 124 de la Ley General de la Administración Pública, la cual, además de 
manifestar la exigencia de una reserva de ley en materia sancionatoria, 
comprende también el Principio de Tipicidad, como una garantía de orden material 
y alcance absoluto que confiera el derecho del administrado a la seguridad 
jurídica, a fin de que pueda tener la certeza de que únicamente será sancionado 
en los casos y con las consecuencias previstas en las normas. Lo anterior, refiere 
a una aplicación restrictiva de las normas sancionadoras, suponiendo, por ende, 
la prohibición de realizar una interpretación extensiva o análoga como criterios 
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integradores ante la presencia de una laguna legal. (Ver sentencia Nº 000121-F-
S1-2011 de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia). 
 
Cabe destacar que, para poder definir la responsabilidad, debe determinarse, de 
conformidad con lo indicado, no solo la conducta constitutiva de la infracción 
regulada en la norma supra transcrita que se considera contraria a derecho, sino 
también es necesario clarificar quién es el sujeto infractor, esto es, el sujeto activo 
de la infracción y los elementos probatorios que lo llevaron a cometer dicha 
conducta. 
 
Además de lo anterior al señalar la culpabilidad, es menester tener claro que como 
elemento esencial para que sea lícita la sanción, esta debe suponer dolo, culpa o 
falta al deber de cuidado en la acción sancionable. La responsabilidad 
administrativa y su eventual sanción debe fundamentarse en un análisis subjetivo, 
por lo que en tratándose de materia aduanera, en la atención del deber de cuidado 
que ha de observarse en el cumplimiento de las obligaciones y deberes tributarios 
aduaneros, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 bis de la Ley 
General de Aduanas: 
 

“Artículo 231 bis. - Elemento subjetivo en las infracciones administrativas y 
tributarias aduaneras Las infracciones administrativas y tributarias aduaneras son 
sancionables, incluso a título de mera negligencia en la atención del deber de cuidado 
que ha de observarse en el cumplimiento de las obligaciones y los deberes tributarios 
aduaneros. Cuando un hecho configure más de una infracción, debe aplicarse la 
sanción más severa.” 

 
Por lo tanto, de la revisión de la resolución con la que se inicia el procedimiento 
administrativo sancionatorio, se puede constatar que no reúne las condiciones 
mínimas para sustentar las acciones sancionatorias, al no contener el informe 
final una descripción de la posible culpabilidad del agente de aduanas y que 
conlleve a una motivación adecuada que se encuentre ligada al acto 
administrativo que se pretende emitir y siendo que el citado informe solo señala lo 
referente al cambio de valor, sin detallar sobre la actuación del agente de aduanas 
en torno a dicho elemento, si se debe a un cambio de normativa o del Sistema 
Armonizado o a la intención de evadir impuestos o regulaciones u otro, este no 
señala los hechos que se le pueden imputar al agente de aduanas en grado de 
culpabilidad y al ser el informe el insumo a partir del cual se inicia el procedimiento 
sancionatorio y al no contemplar los aspectos señalados por el Ordenamiento 
Jurídico para un debido proceso, no existen elementos que permitan dictar 
nuevamente un inicio del procedimiento sancionatorio por el ajuste efectuado por 
la Administración. 
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Aunado a lo anteriormente señalado, en su más reciente resolución MH-TAN-
RES-020-2026 de las nueve horas con quince minutos del cinco de marzo de 
dos mil veintiséis, señala el Tribunal Aduanero Nacional lo siguiente:  
 

“Como se puede apreciar, todo procedimiento sancionatorio se encuentra sujeto a 
principios que aseguran que las infracciones administrativas y sus respectivas 
sanciones se encuentren previstas en una ley formal, garantizando el respeto a la 
seguridad jurídica de los administrados, y que conozcan con certeza el ámbito de lo lícito 
y lo ilícito, y a su vez se elimine cualquier atisbo de arbitrariedad del órgano sancionador 
competente, aspectos que en la especie son violentados ante la falta de análisis y 
motivación en el actuar de la Aduana desde el acto de inicio del procedimiento 
sancionador, en lo que respecta a la imputación subjetiva desplegada en la especie. 

 
El contenido de la resolución inicial no cumple con los elementos mínimos del debido 
proceso, no desarrolla en ningún momento además de citar hechos, porque la conducta 
del agente de aduanas permite presumir la existencia de una infracción que conlleve la 
sanción por dolo o culpa, no está el acto suficientemente motivado para evidenciar la 
apertura del procedimiento sancionatorio, se da una descripción de hechos pero no da 
indicios razonables, sospechas o presunciones fundadas de porque se debe 
responsabilizar e iniciar un procedimiento de esta naturaleza y eventualmente 
sancionar al agente de aduanas. 

 
Por otro lado tenemos la motivación del acto se encuentra en una relación directa con 
los derechos de intimación e imputación, que forman parte de los derechos al debido 
proceso y de defensa, no siendo válido iniciar un procedimiento mediante observaciones 
abstractas o indeterminadas, con generalizaciones del porque sanciona, dando 
prevalencia a citar y establecer los hechos del despacho aduanero relacionados con la 
clasificación arancelaria que al objeto de la litis que es la sanción, lo que impide al sujeto 
destinatario del acto conocer a cabalidad los hechos y normas en que se fundamenta 
dicha acción administrativa; esto se realiza a través de un formal traslado de cargos, 
donde ha de formularse de manera expresa, concreta e integral las razones por las 
cuales se ha dado inicio a un procedimiento que en definitiva culminará con la 
imposición de una sanción, ello en aras de que el sujeto pasivo tenga la posibilidad de 
conocer qué hechos se le imputan y la responsabilidad que se le achaca, mediante la 
puesta en conocimiento del objeto, carácter y fines por los cuales se abre el respectivo 
procedimiento administrativo.” 

 
En consecuencia, por todo lo anterior, lo procedentes es declarar la nulidad 
absoluta de lo actuado en la resolución RES-DF-356-2020 de fecha 16 de 
noviembre del 2020, y se proceda al archivo del expediente.   

 
POR TANTO 

 
Con base en los fundamentos fácticos y legales expuestos, esta Dirección General 
de Aduanas resuelve: PRIMERO: Por los motivos antes expuestos a lo largo de la 
presente resolución, se declara la nulidad absoluta de la resolución RES-DF-
356-2020 de fecha 16 de noviembre del 2020, por falta de motivación del acto 



 
 

Expediente: DN-1210-2018 
 
 

17 

www.hacienda.go.cr 

administrativo. SEGUNDO: Desarrollados la falta de elementos que permitan 
realizar una correcta imputación del procedimiento sancionatorio se ordena el 
ARCHIVO del expediente administrativo DN-1210-2018. Notifíquese: Al Auxiliar 
de la Función Pública Agente Aduanero Hiriam M. Alfaro Sánchez cédula de 
identidad número 105650007. 
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